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         SALA DE DECISIÓN CIVIL -FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, noviembre dos  de dos mil diecisiete
Expediente: 66001-31-03-004-2017-00269-01

Acta N° 573 de noviembre 2 de 2017
Decide la Sala la impugnación de la sentencia dictada el 14 de septiembre último por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, presentada por los accionantes Obed Eliel Trejos Posada y Robinson Taborda Usme, en esta acción de tutela que promovieron contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados Luz Helena Zuluaga Giraldo e Ibref Company SAS.
ANTECEDENTES

Por intermedio de apoderado judicial Obed Eliel Trejos Posada y Robinson Taborda Usme, reclamaron la protección de algunos derechos fundamentales que nominaron como “…debido proceso, defensa, acceso a la justicia, trabajo y mínimo vital” desconocidos, dicen, por el Juzgado Sexto Civil Municipal de esta ciudad en el proceso de restitución de inmueble arrendado que en su contra instauró Luz Elena Zuluaga Giraldo.  
Su propósito es que se decrete la nulidad de la actuación procesal, a partir del auto admisorio de la demanda, para que se les garanticen los derechos vulnerados; asimismo, se deje sin efecto la diligencia de entrega practicada.
Los hechos del libelo, pueden resumirse de la manera siguiente:

Celebraron contrato de arrendamiento sobre un establecimiento de comercio con la inmobiliaria  “IBREF COMPANY SAS ADMINISTRADORES”, y pese a que el documento que lo contiene es ambiguo al indicarse que se trata de un local comercial, lo cierto es que como se hace un inventario de bienes y enseres propios de una cafetería, se trata en realidad del establecimiento; se pactó un término de 7 meses a partir del 13 de julio de 2015, prorrogables de igual manera y con un incremento en el canon cada 12 meses; el 19 de diciembre de 2015 la inmobiliaria arrendadora les notificó la cesión del contrato a favor de Luz Elena Zuluaga Giraldo, quien es la propietaria del local y de los bienes que lo conforman; no obstante que la comunicación fue legal,  ninguna dirección o teléfono de la citada cesionaria se indicó y fue imposible saber en qué lugar y en qué forma recaudaría los cánones de arrendamiento, sin que en la inmobiliaria les dieran razón de ello, como tampoco aceptó que por su intermedio se hicieran los pagos del caso, por lo que optaron por guardar el dinero a la espera de que la señora Zuluaga Giraldo o alguien en su representación se hiciera presente para reclamarlo. 

Agregaron que ella misma suministró ante la Empresa de Energía de Pereira una dirección diferente al establecimiento para la entrega de la factura del servicio, hecho que se presenta desde febrero de 2016; para esa misma calenda la cesionaria, les envió un comunicado en el que les da cuenta de la inconformidad del contrato que se celebró con la inmobiliaria y les solicita la entrega del bien en un término de 30 días, sin reportar dato alguno de localización.




Fueron demandados y el Juzgado admitió el libelo e indicó que se le impartiría el trámite del proceso verbal sumario de única instancia, por la causal de mora en el pago; pero la demanda fue reformada para retirar un hecho y adicionar que la causal invocada para la terminación del contrato también era la deuda por servicios públicos domiciliarios, lo que fue aceptado con auto del 7 de febrero de 2017 a pesar de que ese trámite era inadmisible, según lo prevé el artículo 392 del CGP. Enterados del auto admisorio, contestaron y dieron a conocer una serie de irregularidades que habrían cambiado la  historia del proceso, pero se tuvo por extemporánea esa intervención y no fue tenida en cuenta. El 25 de mayo de 2017 se profirió sentencia por medio de la cual, entre otras decisiones, se declaró la terminación del contrato de arrendamiento y se ordenó la restitución del bien; para ello se comisionó a la Inspección 18 Municipal de Policía, y se llevó a cabo el “Viernes 18 de 2017, a las 9:00 A.M.” –sic-.
  



Terminaron argumentando que el yerro jurídico se da desde la admisión de la demanda al disponer que el trámite del asunto sería el verbal sumario, pues el mismo debió encauzarse bajo el procedimiento verbal, conforme lo consagran los artículos 368 a 389 del CGP, lo que repercutió en forma nefasta en las resultas del proceso, al recortarse el término de traslado de 20 a 10 días; luego con la reforma presentada, el proceso dejó de ser de única instancia, y sin embargo se negó cualquier posibilidad de que el asunto fuera conocido en segundo grado; les fue desconocido su derecho a ser escuchados y celebrar las audiencias de rigor; y se le dio un alcance superior a las normas procedimentales frente a las sustanciales. 
El Juzgado Cuarto Civil del Circuito dispuso el trámite pertinente y vinculó a Luz Helena Zuluaga Giraldo, a la vez que ordenó como prueba la práctica de una inspección judicial sobre el respectivo expediente.

La señora Zuluaga Giraldo, se pronunció sobre los hechos de la demanda y solicitó que no se accediera a las pretensiones elevadas.

Con posterioridad se citó a Ibref Company SAS; hubo una declaración de impedimento por parte de la inicial funcionaria que conocía del asunto y el Juzgado Quinto Civil del Circuito, asumió el conocimiento, dispuso la vinculación de la Inspección 18 Municipal de Policía y ordenó como prueba, conocer el estado de la comisión; le respuesta fue que la misma se materializó el 18 de agosto del presente año.
Sobrevino el fallo de primer grado que negó el amparo elevado, porque, atendiendo la cuantía del proceso debía ventilarse en única instancia; agregó que para los procesos de restitución de inmueble ninguna norma prohibe la reforma presentada y, además, los demandados nada advirtieron dentro del proceso; allí se respetaron los derechos de los interesados y hubo desinterés de parte de estos últimos al contestar la demanda en forma extemporánea; finalmente, se desecharon los mecanismos establecidos para atacar las decisiones que se consideraban irregulares, lo que no puede suplirse por este especial medio, tanto más cuando ningún perjuicio irremediable se demostró.
Inconformes los accionantes impugnaron, e insisten en la indebida mezcla efectuada entre los procesos verbal y verbal sumario; se quejan de la tardía declaratoria de impedimento presentada en el asunto; de que no hubo un estudio juicioso del asunto por parte del Juez de tutela y que se afirme que hubo desinterés de su parte en el juicio de lanzamiento, porque sí consignaron el valor de los cánones pertinentes y se pronunciaron en torno al libelo, lo que pasa es que se les impidió controvertir jurídicamente las pretensiones incoadas en su contra. Reprochan la citación de otros sujetos, por cuanto debía limitarse únicamente a las circunstancias trasgresoras de sus derechos fundamentales.
CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela, en los términos del artículo 86 de la Constitución Nacional, desarrollado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, es la protección inmediata de los derechos fundamentales que una persona advierte lesionados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública o, en determinados casos, por particulares.

En este caso busca el demandante que se anulen las providencias y actuaciones judiciales, así como la diligencia de entrega del bien, surtidas, dentro del proceso de restitución de bien arrendado que en su contra inició Luz Helena Zuluaga Giraldo, porque con ellas se violaron los derechos fundamentales que relacionaron en la demanda de tutela.

Mirada la situación desde una perspectiva diversa a la del Juzgado de primera instancia que, de todas maneras, desemboca en la improsperidad del amparo, se tiene, de manera relevante, que la presente acción fue promovida el 23 de agosto del presente año (f. 23, c. 1) y para esa fecha, como se indicó en la demanda misma (f. 8, c. 1) y se corrobora con la prueba ordenada de oficio (f. 87 a 92, c. 1), ya se había materializado la entrega que, al final, es la consecuencia de la que se duele la parte actora, dispuesta dentro del referido proceso de restitución.  
En efecto, el 18 de agosto de 2017, la Inspección Dieciocho Municipal de Policía de Pereira, en virtud de la comisión que le fue extendida por el Juzgado Sexto Civil Municipal, llegó al inmueble del que hacen parte el local y el establecimiento comercial arrendados a los accionantes, para practicar la diligencia que culminó con el objetivo encomendado, sin oposición alguna.
De donde viene, sin ambages, que si alguna irregularidad pudiera haberse dado durante el trámite de la causa judicial, que causara la lesión que se denuncia, fue un hecho acaecido antes de que se invocara la protección y, por tanto, como lo tiene dicho la jurisprudencia constitucional, el presunto suceso dañino se consumó, con la entrega anunciada, lo que le resta viabilidad a la acción, de acuerdo con lo previsto por el artículo 6°, numeral 4° del Decreto 2591 de 1991. 

En un asunto similar, señaló la Corte Constitucional
 sobre la improcedencia de la acción de tutela contra hechos consumados, que:

No obstante que esta Sala no se ocupe de examinar la situación actual de hecho a que se refiere la peticionaria en sus escritos, en cuanto hace a los supuestos perjuicios causados por el cerramiento que cuestiona, si se observa que el decreto 2591 de 1991, que reglamenta la Acción de Tutela, en su artículo 6 numeral 4, establece la  improcedencia de la acción de tutela -"Cuando sea evidente que la violación se originó en un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho." 

En este mismo sentido se observa que el supuesto del daño consumado impide el fin  primordial  de la acción de tutela,  cual es la protección inmediata de los derechos fundamentales,  para evitar precisamente los daños que dicha violación pueda generar, y no una protección posterior a la causación de los mismos  cuya protección es objeto de acción  indemnizatoria que puede reclamarse por otra vía judicial. 

Para el caso en concreto, la peticionaria manifiesta que la Cafetería Federmán dejó de funcionar el 4 de noviembre de 1990 como consecuencia del cerramiento ordenado por la Inspección de Policía,  es decir, que el daño que pudo haberse causado como consecuencia  del cierre, para la época en que se interpuso acción de tutela, ya se encontraba  consumado. Empero el cerramiento no es ordenado ni construido por la Inspección, sino apenas autorizado; dicho cerramiento es ordenado y construido por la junta de propietarios de la unidad habitacional, y es contra ella a la que se puede dirigir la peticionaria para pedir la reclamación de reparación que considere.

  



Y si lo anterior no fuera suficiente, concurre a la improcedencia el hecho evidente de que si lo que se busca es la nulidad de la actuación surtida, con frecuencia se recuerda que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SUT-573 de 2017, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.   

En esa providencia reiteró la alta Corporación que el requisito de agotar todos los medios de defensa judicial posibles, “se relaciona con el carácter subsidiario y excepcional de la acción de tutela, acorde con el cual la parte activa debe “desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos”.
 En todo caso, este criterio puede flexibilizarse ante la posible configuración de un perjuicio irremediable
. En tanto que el de injerencia de la irregularidad procesal de la providencia atacada, impone que “únicamente las irregularidades violatorias de garantías fundamentales tengan la entidad suficiente para ser alegadas por vía de tutela. Aunado a ello, se excluyen las irregularidades no alegadas en el proceso o subsanadas a pesar de que pudieron haberse alegado
. 
Entre tanto, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, señala que esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”
Para el caso concreto, aunque los accionantes estiman que el término de traslado se les redujo y por ello se les cercenó el derecho a controvertir la demanda, pasan por alto que, aun en el caso de los procesos verbales sumarios, dentro de los tres días siguientes a la notificación, podían haber interpuesto recurso de reposición contra el auto admisorio, para hacerle ver al juez lo equivocado de su posición, lo que nunca hicieron. 

Adicionalmente, ninguna evidencia arroja el expediente, acerca de que ellos le hubiesen solicitado al Juzgado que procediera en la forma que ahora se reclama, esto es, a declarar la nulidad de toda la actuación procesal que fue promovida en su contra. 

En consecuencia, incumplieron estos dos presupuestos, pues solo a partir de la gestión que ellos desplegaran y de la resolución del despacho, hubiera podido analizarse, por la vía constitucional, si se les trasgredió algún derecho. 




Sobra decir, que ningún perjuicio irremediable se ha demostrado, que permita la intrusión en aquella actuación, o que permita flexibilizar el cumplimiento de tales exigencias.




En conclusión, el fallo de primer grado será modificado en su ordinal primero, para declarar la improcedencia de la acción.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, MODIFICA el ordinal primero de la sentencia dictada el 14 de septiembre de 2017, por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en esta acción de tutela que Obed Eliel Trejos Posada y Robinson Taborda Usme, promovieron contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, para declarar la IMPROCEDENCIA del amparo. 
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                       DUBERNEY GRISALES HERRERA
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� C-590 de 2005, ver también T-926 de 2014.
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